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Lecciones para el análisis comparativo

Rubén M. Lo Vuolo

“Las herejías que debemos temer son las que pueden confundirse con la ortodoxia"
(Jorge Luis Borges, Los teólogos)

I. Introducción

Para la ortodoxia que promueve las actuales transformaciones en las políticas públicas y en los mercados latinoamericanos, la Argentina está considerada como uno de los casos más exitosos por el alcance y rapidez de los cambios. El indicador más notable es que la economía pasó de un proceso hiperinflacionario en 1989-90, a una tasa de inflación casi nula en los últimos años (con índices negativos de precios al consumidor en algunos meses).

Sin embargo, la caída del índice de inflación es sólo el dato más conocido de un proceso de profunda transformación de los principios de organización social que aparece como uno de los más llamativos tanto en el contexto latinoamericano como mundial. Estos cambios definieron fuertes modificaciones en el particular régimen institucional de protección y de integración social en el país. La reciente experiencia argentina puede considerarse como un excelente caso de estudio de lo que Pierson (1995), analizando los ejemplos de Ronald Reagan en EE.UU. y de Margaret Thatcher en Gran Bretaña, denomina “retracción” [retrenchment] de los Estados de Bienestar vigentes durante gran parte del siglo XX. 

Desde mi óptica, la Argentina de las presidencias de Carlos Menem (1989-1999) es el caso latinoamericano más afín con las “revoluciones neoconservadoras” anglosajonas
. Se trata de un ejemplo extremo de desmantelamiento [dismantling]: i) en uno de los sistemas de protección social más desarrollados en América Latina; ii) a diferencia del paradigmático caso chileno, se corresponde con un ambiente de plena vigencia de las instituciones formales típicas de la democracia liberal; iii) las políticas de retracción son aplicadas por una coalición de poder conducida por el mismo partido político y gran parte de las fuerzas políticas y sociales responsables del desarrollo del sistema de protección social.

Dados estos antecedentes, mi pretensión es analizar aquí los procesos económicos que actuaron como ambiente de este desmantelamiento y que se identifican con la particular dinámica del denominado Plan de Convertibilidad vigente en el país desde abril de 1991. La hipótesis central es que esta experiencia es una de las más representativas del tipo de políticas que en materia económica y social viene imponiendo la “Nueva Ortodoxia” que en los últimos años detenta la hegemonía en el manejo de los recursos políticos, económicos y simbólicos en la región. Para simplificar, llamo aquí Nueva Ortodoxia al sistema de ideas y políticas públicas que en América Latina suele identificarse con el nombre de “Consenso de Washington” [Washington Consensus], en referencia al papel decisivo de los organismos multilaterales de crédito
.

Conforme a las consignas de este Coloquio, el caso argentino es algo así como una especie de “laboratorio” para interpretar los mecanismos de acción de esta Nueva Ortodoxia en América Latina, del que también pueden extraerse enseñanzas para los países centrales y, muy especialmente, para los de Europa del Este. Después de todo, esta Nueva Ortodoxia reclama vigencia universal y no es de extrañar que tanto en Europa como en EE.UU. se citen a menudo las experiencias latinoamericanas como ejemplo de lo que debería hacerse para transformar sus tradicionales estructuras de los Welfare States.

Conforme lo desarrollo en un trabajo más extenso
, el análisis de los procesos de retracción puede realizarse diferenciando entre dos campos: 1) la retracción sistémica [systemic retrenchment] y 2) la retracción programática [programmatic retrenchment]. La primera, se refiere a las transformaciones en los ambientes con los cuales con los cuales intercambian recursos y rendimientos los sistemas de política laboral y social. La retracción programática tiene que ver con las políticas específicas de cambio normativo en las instituciones de política social. 

Dentro del ambiente sistémico de la reforma, aquí me interesa presentar los cambios del ambiente económico de la transformación de Argentina. Por su importancia para entender estos cambios, también me ocupo de sintetizar el ambiente político institucional en tanto es una variable clave para comprender los rangos de tolerancia dentro de los cuales se produjo la transformación. Por razones de espacio, no desarrollo aquí los cambios institucionales específicos de los programas de políticas sociales y que abarcaron todas las áreas del tradicional sistema de protección social del país
.


II. El ambiente económico del Plan de Convertibilidad


II.1. Los antecedentes y la preparación del plan 

Tanto la hiperinflación de 1989-90, como el Plan de Convertibilidad que se viene aplicando en la Argentina desde 1991, son experiencias inusuales que ilustran la complejidad del escenario macroeconómico durante los años noventa. Hay que recordar que desde marzo de 1988, la Argentina había dejado de pagar los intereses de la banca acreedora comercial, con el acuerdo tácito del Departamento del Tesoro de EE.UU. Este apoyo se desvaneció hacia comienzos de 1989 y fue el golpe de gracia a la política económica del gobierno de Raúl Alfonsín. A comienzos de 1989 se desató la hiperinflación que, entre otras cosas, presionó para la entrega anticipada del gobierno de la U.C.R. al P.J. de Carlos Menem.

Cuando el peronismo accedió al poder a mediados de 1989, el Ministerio de Economía se entregó a representantes de un grupo económico multinacional (Bunge y Born) que no logró controlar la turbulencia del escenario hiperinflacionario. En enero de 1990 se nombró un nuevo Ministro de Economía (Erman González) que, con el apoyo de los organismos multilaterales, acordó un pago casi simbólico de los servicios de la deuda externa
. Esta gestión se desenvolvió en una confusa mezcla de políticas fiscal y monetaria ortodoxas con mercado de cambios de libre flotación, lo cual generó un escenario de “recesión con incertidumbre”. Es aquí cuando se produjo el primer ajuste “brusco” e indiscriminado en el nivel y la estructura del gasto de la Administración Nacional, al tiempo que se lanzó el proceso de privatizaciones y de desregulación de la economía. Como corolario de esta gestión se produjo un rebrote hiperinflacionario y hacia finales de 1990 el gobierno decretó el canje compulsivo de los depósitos existentes en el sistema financiero por títulos de la deuda pública (conocido como “Plan Bonex”).

La reducción de la oferta monetaria practicada con el Plan Bonex permitió ensayar medidas de ajuste económico mucho más “drásticas”. Una de las paradojas de un contexto hiperinflacionario es que, al tiempo que se pierden las funciones tradicionales de la moneda, aumentan las posibilidades de realizar política monetaria y fiscal
. En este contexto, y con el Ministerio de Economía bajo el control de Domingo Cavallo, se impone la Ley de Convertibilidad, por la cual el estado se compromete a la total convertibilidad y a una relación de cambio fija entre la poca moneda doméstica que quedaba y el dólar. En la práctica se validaron los contratos en moneda extranjera y se estableció que el Banco Central debía respaldar el 100% de la base monetaria con reservas en moneda extranjera.


II.2. Los indicadores macroeconómicos del Plan de Convertibilidad

El lanzamiento del Plan de Convertibilidad coincidió con la abrupta apertura de la economía al comercio internacional. Ya en 1988 se habían producido avances en este sentido, pero en los años noventa se abandonó la estrategia “gradualista” y se aceleró la apertura: las tarifas de importación se redujeron, en promedio, desde un 26,5% en octubre de 1989 a 9,7% en abril de 1991. Además, fueron eliminados los impuestos específicos y las restricciones cuantitativas a las importaciones
.

También es importante mencionar la nueva carta orgánica del Banco Central (septiembre de 1992) que suprimió la garantía oficial de los depósitos y fijó límites estrechos para que la entidad pudiera comprar bonos públicos y prestarlos a los bancos comerciales.  Se fija también la autonomía del Banco Central. En la práctica la Ley de Convertibilidad convirtió al Banco Central en una caja de conversión y completó la desregulación de la cuenta capital del balance de pagos, de forma tal que desde 1991, los flujos comerciales y de capital quedaron completamente liberalizados.

Por otra parte, las privatizaciones que habían comenzado en 1990 se aceleraron y a finales de 1994 ya se había privatizado la mayor parte de las empresas de propiedad estatal, productoras de insumos o servicios de uso generalizado: la compañía telefónica, la línea aérea nacional, la compañía petrolera, las que producían y distribuían electricidad, hierro, acero y hasta petroquímica y gas. En algunos casos (áreas petroleras, ferrocarriles, puertos autopistas, agua corriente y cloacas, canales de televisión y radio) el gobierno utilizó mecanismos de concesión. 

El Plan de Convertibilidad tuvo así un automático impacto estabilizador que desató un lógico “círculo virtuoso” de expansión de demanda como resultado inmediato del efecto “ingreso” de la estabilización monetaria y del efecto “riqueza” derivado de la automática revalorización en dólares de activos reales y financieros. Ambos resultados se vieron multiplicados por la recuperación del crédito, lo cual se potenció por el cambio de escenario financiero internacional donde retornó la abundancia de crédito a tasas muy inferiores a las de la década del ochenta. Para la Argentina, esta liquidez internacional se multiplicó por los influjos de los buenos negocios de las privatizaciones y por el apoyo de los organismos multilaterales. En lo que sigue analizo los rasgos más sobresalientes de este comportamiento macroeconómico.

Empecemos por la inflación. Desde el lanzamiento de la convertibilidad, la inflación tardó aproximadamente tres años en converger a niveles internacionales: hasta 1994 el índice de precios al consumidor acumuló aproximadamente 60% de aumento. En cambio, los efectos fueron casi instantáneos sobre los precios mayoristas. Este proceso gradual de estabilización, en un contexto de dinero, crédito y demanda, debe atribuirse principalmente al control del tipo de cambio en un contexto de mayor apertura comercial. El punto a marcar es que el impacto más importante fue de precios relativos y que tiene forma de shock. 

Sobre este punto regreso más adelante, pero desde el inicio es importante ilustrar los dos indicadores más importantes de este cambio de precios relativos. Por un lado, el tipo de cambio real. Si se toma como base 1986=1, el tipo de cambio real pasó de un valor de 1,22 en 1986-90 a 0,62 en el período comprendido entre el cuarto trimestre de 1990 al primer trimestre de 1991. Si bien esta tendencia continuó (1994-98=0,49), está claro que el impacto fue inmediato y potente en el inicio del plan. 

Lo mismo pasó con el salario medido en dólares constantes y el salario real deflactado por los precios al consumidor. Considerando el salario de la industria manufacturera, expresión importante del grupo de bienes comercializables, el primer indicador medido en dólares creció 75% entre 1986-90 (0.76) y el período de cuarto trimestre del 90 y primero del 91 (1.33); de allí en más siguió creciendo pero mucho menos (13,5% entre el último período y 1994-98). Mientras tanto, el salario real medido en pesos cayó 3,6% entre 1986-90 y el lanzamiento de la convertibilidad, y 10% más entre ese período y el promedio de 1994-98. 

El impacto sobre la producción fue inmediato. Entre los segundos semestres de 1990 y 1994, el PBI desestacionalizado creció 35,7% (una tasa media anual de 8%). En la crisis de 1995 (efecto tequila) la caída entre los segundos trimestres de 1994 y 1995 alcanzó 6,8%. La recuperación se completó en el segundo semestre de 1996 de forma tal que desde allí hasta el segundo semestre de 1997 el PBI creció 9,2%, con desaceleración del crecimiento desde octubre de 1997 y nueva tendencia recesiva desde el segundo semestre de 1998. 

El comercio exterior cambió totalmente su comportamiento con respecto a la década del ochenta. En la primera fase de la convertibilidad, el coeficiente de exportaciones muestra un cierto estancamiento para saltar entre 1994 y 1995 con la recesión y caer nuevamente con la recuperación: de este modo pasa de 9,8% del PBI en 1986-90 a 14,5% en 1997. El coeficiente de importaciones tiene un comportamiento contrario, ya que aumenta fuertemente en la primera fase expansiva, tiende a contraerse en la recesión y vuelve a incrementarse luego de forma tal que pasa de 6,3% en 1986-90 a 21,6% en 1997. Como resultado, el balance comercial sólo se equilibró entre 1995 y mediados de 1996, manteniéndose deficitario durante el resto del período, siguiendo en cierto modo las fluctuaciones del PBI.

En cuanto al balance de pagos, en la primera fase los ingresos de capital son crecientes hasta 1993 y declinan en 1994 junto con el aumento de la llamada “prima de riesgo”, asociado al aumento de la tasa de interés de EE.UU
. El déficit en cuenta corriente tiene una clara tendencia creciente, pero hasta 1994 los ingresos de capital son sistemáticamente superiores al déficit en cuenta corriente y se incrementan las reservas. En esta fase expansiva, los ingresos de capital son predominantemente privados, aunque el sector público también participa como resultado de las privatizaciones. En 1994 declina principalmente el capital privado y las reservas se tienden a estancarse, situación que es seguida con una abrupta salida de capitales privados y caída de las reservas en el primer trimestre de 1995. La salida de capitales privados es cubierta en parte por endeudamiento público, mayormente como resultado de la operación de “rescate” del FMI. El flujo de ingresos de capital, predominantemente privado, y el aumento de las reservas se retoma a fines de 1996 y hasta el tercer trimestre de 1997 (crisis asiática). Se nota una correlación bastante clara entre los ciclos del flujo de capitales privados y el de la prima de riesgo país.

El impacto sobre los componentes de la absorción interna fue inmediato: Argentina pasó de una proporción media Absorción/PBI de 96,5% en 1986-90 a una relación de 104,3% en los años noventa. Esto es, el país absorbió recursos por encima de lo que producía. El consumo fue el elemento más dinámico en la primera fase expansiva, aunque también empezó a recuperarse la inversión bruta interna fija (incluyendo variación de existencias) que estaba en el nivel más bajo de las series históricas. Ambos componentes caen en la crisis de 1995 y las exportaciones juegan un papel contracíclico en el sostenimiento de la demanda agregada. Tanto el consumo como la inversión vuelven a crecer en el período post-tequila.

Para entender el comportamiento de la inversión, hay que tener en cuenta los cambios en los precios relativos de Argentina. La inversión a precios constantes se ubicó sistemáticamente por encima de la inversión a precios corrientes, como resultado de la apreciación del tipo de cambio que favoreció el aumento el poder adquisitivo sobre bienes de capital importados. Por supuesto, el otro factor importante fueron las privatizaciones, aunque en este caso más que inversión genuina representaron cambios de tenencias patrimoniales asociados a reestructuración de empresas.

Para una comprensión adecuada de la dinámica de estos elementos, hay que notar que la tasa de ahorro de los años noventa es inferior a la de los años ochenta. Más aún, el ahorro bruto nacional cayó y en 1994 seguía en valores todavía menores a los de los años ochenta, y recién tiende a aumentar en la segunda fase de la década. La diferencia fue cubierta por el ahorro externo pasó de cifras negativas a valores positivos récords, como lógico resultado de una balanza comercial que cambió de signo hacia fuertes déficit. Como rasgo interesante, el ahorro y la inversión internas sólo se igualaron durante la crisis de 1995 y luego volvió a ampliarse la brecha entre ambas variables. 


II.3. La dinámica y los límites del “círculo virtuoso” del Plan de Convertibilidad

Puede entonces entenderse la dinámica del Plan de Convertibilidad. Un modelo macroeconómico simple (Frenkel y González Rosada: 1999) explica que la misma puede contarse con precisión observando el comportamiento del balance de pagos y la tasa de interés internacional o el llamado “riesgo país”. El resultado del balance de pagos depende fuertemente de los ingresos netos de capital. La mayor parte de la varianza del resultado del balance de pagos (tasa de variación de las reservas) se explica por la varianza de la cuenta de capital y particularmente por la varianza de la cuenta de los capitales privados. De este modo, la mayor parte de la varianza del producto se explica por la variación financiera internacional. 

Se entiende así el “milagro” que suele atribuirse a la convertibilidad argentina. La fijación del tipo de cambio, la apertura comercial y la entrada de capitales presionaron para una modificación de los precios relativos en contra de los bienes comercializables. La entrada de importaciones (alimentadas por el crecimiento del producto) permitió expandir la oferta rápidamente y aliviar las presiones inflacionarias del shock de demanda. El elemento clave es el financiamiento externo: gracias a la caída de la tasa de interés internacional como a la mayor liquidez de los mercados, la economía doméstica creció a expensas de los ahorros del mundo y del endeudamiento. La entrada de capitales, sumada al superávit fiscal operativo, permitió sostener el atraso del tipo de cambio, el déficit en el balance comercial, los bajos niveles de inflación y los cambios en los precios relativos.

¿Qué pasó mientras tanto en la economía real? La brusca apertura financiera y comercial hizo que muchas empresas locales perdieran participación de mercado y bajaran sus márgenes de ganancias. Pero, dada la capacidad ociosa disponible, después de la fuerte recesión previa y del aumento de la demanda, las menores ganancias unitarias fueron compensadas con mayores cantidades y mejor distribución de los costos fijos, al tiempo que se “capitalizaron” por el efecto riqueza que generó sobre los patrimonios empresarios la sobrevaluación de la moneda local. 

Para los trabajadores, aunque se disminuyeron salarios y se expulsaron planteles, la dimensión del problema se diluyó por la recuperación del poder de compra debido a la caída del impuesto inflacionario, al tiempo que los trabajadores formales vieron facilitado su acceso al crédito, lo cual les permitió vivir por encima de los ingresos. Además, gran parte de los planteles expulsados se ubicaron en sectores económicos de bienes y servicios no comercializables que vieron subir su demanda (y sus precios en términos relativos). En este último grupo también se ubican las “áreas sociales”, sobre todo cuando se promueve el traslado de clientes desde las políticas públicas hacia las empresas privadas que empezaron a proliferar como alternativa a los deteriorados servicios del sector público.

Durante esta primera etapa del “círculo virtuoso” del Plan de Convertibilidad, los conflictos inherentes a la transformación económica se ocultaron por factores coyunturales. El efecto principal fue otorgar el tiempo político y económico necesario para cerrar el acuerdo global de la deuda externa, ajustar las estructuras administrativas del estado, ejecutar el tramo central de las privatizaciones, mejorar el nivel de recaudación fiscal y crear un ambiente socio-cultural favorable a la retracción de la administración del estado en prácticamente todos los ámbitos de vida de la sociedad.

Sin embargo, la propia lógica de funcionamiento de este “círculo virtuoso” es muy frágil. Superada esta primera etapa de ajuste fácil y agotados los impulsos lógicos del despegue estabilizador, para sostener la demanda doméstica y generar ahorro interno la economía requiere de cambios de tecnología de planta que permitan expandir la capacidad de oferta competitiva e incorporar fuerza de trabajo a las nuevas actividades o procesos productivos. En caso de no producirse estas transformaciones, se comienza a sentir todo el peso social de la estrategia adoptada. 

Así, si bien aumentó la productividad en los bienes comercializables, fundamentalmente por tecnologías de organización y la incorporación de bienes de capital importados a bajo precio, esta no fue suficiente como para superar las diferencias con los competidores externos en un contexto de tipo de cambio sobrevaluado. A esto se sumó la presión de costos derivada de los insumos de uso generalizado que fueron privatizados. También se frenó la “salida” del empleo por el lado de los bienes y servicios no comercializables cuya demanda y precios al comienzo crecieron por encima del nivel general.

Desde aquí se vuelve imperiosa la necesidad de ajustar aún más los costos de producción, no sólo del núcleo “duro” de comercializables sino ahora del conjunto de la economía. Dadas las condiciones en que se privatizaron los insumos de uso generalizado, y más allá de las posibilidades de incorporar ciertas tecnologías que ahorren el consumo de los mismos, el peso del ajuste se traslada totalmente sobre los costos laborales. Ya no es un problema de expulsar “bolsones ineficientes” de mano de obra a la zona del desempleo “tecnológico”; ahora se suma la necesidad de ajustar el costo de los que quedaron “adentro” del sistema y de cambiar tecnologías de planta con fuerte inversión directa
.

Así, la dinámica del ciclo expansivo del Plan de Convertibilidad fue agotándose progresivamente y en 1995 la economía entró en una profunda recesión. Esta recesión, sumada a la crisis financiera posterior al “efecto tequila”, cambió el escenario: los bancos de menor tamaño tuvieron dificultades de liquidez y patrimoniales, se cortó drásticamente el crédito, aumentó el cierre de empresas -particularmente las de menor tamaño- al tiempo que la recaudación de impuestos comenzó a deteriorarse junto con la contracción de la actividad económica. 

Es en este punto crítico de los planes estabilizadores cuando se observa con toda claridad el comportamiento discriminatorio de los organismos multilaterales de crédito para con aquellos que siguen el modelo de la NO y los que intentan otra alternativa. Además de transferir importantes fondos para una amplia operación de “rescate” del sistema financiero, los organismos multilaterales de crédito también relajaron los requerimientos fiscales con el país. Como ejemplo, en marzo de 1995 se llegó a un acuerdo con el FMI que exigía un superávit global de us$ 4.405 millones y una recaudación mensual promedio de us$ 4.500 millones. Este acuerdo nunca se cumplió y, por el contrario, en 1996 se autorizó un déficit de us$ 2.500 millones que en julio ya estaba prácticamente agotado. Luego de despedir al Ministro Cavallo hacia mediados de 1996, el nuevo Ministro Roque Fernández, con la anuencia del organismo internacional anunció que, en realidad, el déficit sería de us$ 6.000 millones. La variación financiera aceptada por el FMI fue de más de us$ 9.000 millones en el lapso de 19 meses, en contrapartida con el tratamiento otorgado durante la década del ochenta y el momento del primer despegue hiperinflacionario cuando no se mandaron fondos frescos por montos mucho menores. Es claro que los organismos internacionales, tal como sucedió oportunamente con Chile, más que sostener una ortodoxia fiscal y financiera, tienen una especial preocupación por defender al modelo argentino como ejemplo del tipo de modelo social que se pretende imponer indiscriminadamente en América Latina. 

De aquí se comprende que los factores supuestamente “exógenos” al modelo no lo son tanto. Cuando se decide la apertura irrestricta de la economía, cuando se favorece la entrada de capitales para financiar la expansión descontrolada de la demanda interna, no se puede sostener que variables como la tasa de interés internacional y los flujos financieros son factores exógenos al modelo y que, por lo tanto, sus efectos son “no previstos” y “no controlables” por la política económica local. En realidad, son elementos externos que se vuelven endógenos conforme a la estrategia adoptada en el modelo doméstico. 

II.4. Los impactos fiscales 

Por lo tanto, y más allá de los evidentes cambios en el ambiente externo, lo cierto es que en la Argentina las políticas domésticas, lejos de aliviar los impactos sociales de los mismos, más bien los ocultaron y los potenciaron gracias a circunstancias coyunturales que permitieron imponer reformas sin necesidad de recurrir a instituciones capaces de acordar políticas que tengan en cuenta intereses generalizables
. Los cambios en el ambiente económico general se correspondieron con cambios similares en otras áreas y el país se empezó a dividir entre grandes “ganadores” y grandes “perdedores” de la transformación.

No debe extrañar que, pese a todos los ajustes, reformas estructurales y privatizaciones realizadas, desde 1997 vuelve al centro de la discusión el problema fiscal y el sector externo. Parte de la explicación está en que este tipo de proceso de transformación económica y social se administra de forma tal de trasladar hacia adelante los costos y concentrar los beneficios en el corto plazo. Así, las privatizaciones se utilizaron para enjugar déficits de caja, los servicios públicos se entregaron sin que existan entes capaces de regularlos, se generaron monopolios, se fomentó la expansión del crédito aún a riesgo de aumentar la exposición del sistema financiero, se aumentó la deuda pública, se trasladaron gastos a jurisdicciones menores sin financiamiento asegurado, se usaron fondos para que la mano de obra expulsada tuviera la “ilusión” de fuentes de trabajo alternativo, se fomentó una mayor concentración económica. 

De esta manera, el ajuste fiscal realizado plantea muchos interrogantes con respecto a su racionalidad y perdurabilidad. En primer lugar, el ajuste fue anárquico, sin planificación del impacto de los recortes. En segundo lugar, surgen interrogantes por el papel preponderante del financiamiento extraordinario proveniente de la privatización de empresas públicas. En tercer lugar, por el bloqueo e inestabilidad de un perfil tributario que, si bien mejoró la fiscalización, continúa estrechamente asociado a los niveles de actividad económica. En cuarto lugar, por la elevada carga en materia de compromisos de pagos al exterior y la evolución de la balanza comercial. En quinto lugar, por la postergación de las demandas sociales sobre las deterioradas prestaciones del estado.

Este cuadro define fuertes restricciones para el funcionamiento de casi todas las políticas sociales, porque no sólo se deterioraron sus recursos específicos, ligados principalmente al impuesto a los salarios, sino porque al mismo tiempo se aumentó la demanda sobre sus prestaciones debido a la caída del ingreso personal. En este contexto, se va definiendo una dinámica perversa para el sistema de políticas sociales que, para colmo, ata cada vez más las oportunidades de vida de los ciudadanos a su inserción en la dinámica impuesta por los mercados.

Así, con el argumento de que el gasto social en la Argentina es elevado e ineficiente, se generó un proceso de deslegitimación gradual de las instituciones de política social mediante la erosión de insumos claves para su funcionamiento. Entre otras políticas, se disminuyeron las remuneraciones al personal, se ajustaron planteles, se transfirieron responsabilidades administrativas a otras jurisdicciones sin los recursos adecuados. La erosión sistemática de los recursos “atados” de las políticas sociales es otra típica política fiscal del nuevo escenario. Esta alternativa, como explico luego, se practicó en todas las políticas con asignación específica del impuesto al salario (previsión social, asignaciones familiares, vivienda). 

La deslegitimación de la política social por el lado de los recursos también se realizó en el frente de los tributos generales. Así, no se observa un crecimiento de los ingresos directamente recaudados por las provincias, en correspondencia con la transferencia de gastos, lo cual significa una mayor dependencia por parte de las provincias con respecto a las transferencias fiscales desde la Nación. Otro cambio es el aumento del IVA entre los impuestos indirectos en desmedro de internos y combustibles, como así también de los provenientes del comercio exterior (en consonancia con la opción de liberar el ingreso de las importaciones y de captar parte de la renta de la tierra vía retenciones a las exportaciones). Si bien en 1992 se estableció un impuesto sobre los “patrimonios personales no productivos”, la recaudación fue muy baja. Finalmente se nota un aumento de la recaudación de Impuesto a las Ganancias, aunque en el caso argentino hay que señalar que la mayor parte de la recaudación proviene de las empresas y no de los ingresos de las personas físicas
. 

La dependencia de los recursos fiscales con respecto al nivel de actividad económica es uno de los puntos de mayor fragilidad del esquema actual de política económica. Esto se hizo más evidente con la recesión iniciada en 1995. Al mismo tiempo, la necesidad de mantener fijo el tipo de cambio, obligó a medidas de promoción fiscal destinadas a reducir los costos privados como la reducción de las cargas sobre el salario, la eliminación de impuestos a los activos, la reducción de impuestos provinciales, etc.

El deterioro en la calidad de las prestaciones sociales derivado tanto de los ajustes del gasto como de los recursos promovió privatizaciones “de hecho” en las áreas sociales, cuyos mayores costos recaen a cargo directo de sus presupuestos. De esta forma, se propician mecanismos de “recuperación de costos” y mayor autofinanciamiento por parte de las propias familias. Por ejemplo, las encuestas de consumo de los hogares llevadas a cabo por el INDEC muestran que, entre 1970 y 1994, la proporción que las familias destinan al gasto en salud y educación se duplicó, pasando de 6% a 12% del ingreso total. Lo que resulta más significativo es el hecho de que esta tendencia afecta también a los grupos de menores ingresos. Claramente, estos cambios en el ambiente fiscal tienen efectos directos en los propios ámbitos de vida de las personas.


III. El ambiente social del Plan de Convertibilidad

III.1. El mercado de empleo

Los efectos sobre los indicadores económico-sociales del plan de Convertibilidad son muy notorios y abarcan todos los indicadores tradicionales. Entre los extremos de la década del ochenta, el desempleo abierto en la Argentina saltó de 2,6% a 7,5% y el subempleo horario (visible) siguió el mismo camino, al tiempo que la tasa de actividad aumentaba muy poco, con una tendencia levemente descendente en el primer lustro. Desde el punto de vista macroeconómico, este comportamiento se explica principalmente por la recesión: el PBI a precios de mercado de 1990 fue 9% inferior al de 1980 y 20% menor si se lo mide por habitante.

La diferencia con el comportamiento de la década del noventa es notable. En el ciclo expansivo de 1990-94, el número de ocupados sólo creció 6/7% y el empleo “pleno” -sin considerar los subocupados- creció a un ritmo de 1,5% anual. Este aumento inicial se explica principalmente por los trabajadores por cuenta propia, ya que el trabajo asalariado se estancó. Además, a partir de 1992 cayó el empleo por tiempo completo, con lo cual parte del incremento observado al comienzo se explica por el aumento de la subocupación horaria. Finalmente, la ocupación total dejó de crecer a mediados de 1993 y se redujo fuertemente desde mediados de 1994 para estancarse en 1995 (Beccaria y López, 1996). 

Muy sintéticamente y siguiendo el análisis de Beccaria y López (1996) pueden señalarse: 1) caída de la ocupación total desde 1993-94; 2) crecimiento del trabajo informal; 3) caída de ocupaciones a tiempo completo; 4) aumento del empleo en comercio y servicios junto con caídas en la industria manufacturera; 5) creciente peso relativo de trabajadores con mayor educación al tiempo que se abandona en edad cada vez más temprana el sistema educativo; 6) incremento de la duración media de la desocupación; 7) aumento de la tasa de desocupación de los jefes de hogar; 8) aumento de las horas trabajadas por los empleados “plenos”; 9) aumento del llamado “riesgo del desempleo”.

Las explicaciones de la nueva situación del mercado de empleo argentino hay que buscarlas en una compleja combinación de los siguientes fenómenos: 1) el particular proceso de transformación productiva que derivó en expulsión de planteles por aceleración de la productividad e incorporación de tecnologías dominantes intensivas en el uso del capital; 2) abrupta apertura externa, sin apoyos a la reconversión, con expulsiones de empresas del mercado; 3) programas de retiro del empleo público (incluyendo los obvios ajustes en las empresas privatizadas)
; 4) cambios de precios relativos y en las tasas de rentabilidad entre actividades; 5) las políticas de “nueva regulación” del mercado de empleo y la propia estrategia seguida por el gobierno para “promover” el empleo; 6) deterioro de los beneficios de las políticas sociales; 7) mayor inestabilidad en el puesto de trabajo y en los ingresos.

Para que se entienda, este mercado de empleo no es un “costo indeseable” del modelo, sino un elemento sustantivo para que el mismo haya podido funcionar de la manera descripta previamente. A riesgo de estilizar demasiado la cuestión me atrevo a afirmar, que desde la óptica de los inspiradores, defensores e impulsores del Plan de Convertibilidad en la, se considera un valor positivo el desmantelamiento de la tradicional red de seguridad laboral. Sintéticamente, sus argumentos son los siguientes:

· El mayor desempleo presionará para que bajen los salarios de los ocupados, esto bajará los costos laborales y mejorará la competitividad.

· La mayor dispersión de los ingresos por el trabajo facilitará la construcción de una sociedad donde prime más la racionalidad económica y todas las actividades humanas se ponderen en función de la mayor o menor productividad; esto es, se vinculen más con el valor de “cambio” y no el de “uso”.

· La presión sobre los costos y la dispersión de salarios presionará para que caigan los costos laborales “no salariales”, al tiempo que la mayor inestabilidad en el empleo favorecerá el aumento del esfuerzo productivo de todos aquellos amenazados por el despido.

· La flexibilidad de las normas de higiene y seguridad en el trabajo, liberará las regulaciones para que empleador y empleado realicen acuerdos individuales sobre la base del “interés” que se deriva de la situación “específica” de ambos;

· La inestabilidad laboral y la flexibilidad de salarios permitirá trasladar parte del “riesgo” empresario a los trabajadores, los que se verán obligados a ajustar sus demandas en casos de recesión, aceptar cesantías, renunciar a sus acreencias privilegiadas cuando la empresa quiebra y a demandas judiciales en caso de accidentes laborales.

· La reforma de la legislación laboral permitirá mayor contratación de mano de obra, eliminando las “rigideces” del mercado y la llamada “industria del juicio laboral”, mientras que los programas focalizados de capacitación de la mano de obra excluida del mercado de empleo, aportarán los estándares necesarios para reincorporarlas al mercado sin mayores aumentos de costos.

Las políticas de reforma de las relaciones laborales fueron coherentes con lo anterior. En 1991 se sancionó la Ley de Empleo (24.013/91), que entre otras cuestiones: i) crea el Fondo Nacional de Empleo, el cual pasa a financiar el primer “seguro de desempleo” de la Argentina; ii) crea distintas figuras de modalidades de contratación laboral “promovidas” mediante rebajas o eliminación de cargas sociales; iii) crea programas de empleo para los llamados “grupos especiales de trabajadores”.

Más adelante, el gobierno profundizó la flexibilización laboral con una legislación dirigida a las pequeñas y medianas empresas (casi 70% del empleo asalariado). Además, sancionó una ley sobre “riesgos del trabajo”, que elimina el viejo régimen de “accidentes de trabajo” suprimiendo toda posibilidad de dolo por parte del empleador y limitando su responsabilidad a la cobertura mediante un seguro en compañías que funcionan con la misma lógica que las administradoras de fondos de pensiones; incluso, las empresas de mayor tamaño pueden recurrir a un “autoseguro”. También se aprobaron mecanismos de “privatización” de la justicia laboral, principalmente por incorporación de conciliaciones obligatorias extra-judiciales. En la legislación de concursos y quiebras, se suprimieron los tradicionales privilegios de cobros por créditos laborales y se terminó con la obligación del “comprador” de la empresa en dificultades de reconocer derechos adquiridos a los trabajadores de la misma.

El comportamiento de las remuneraciones al trabajo y su impacto sobre la distribución del ingreso es otro aspecto importante de los cambios. Si bien el Plan de Convertibilidad permitió al comienzo una recuperación con respecto a los pisos de ingresos reales de los trabajadores durante la hiperinflación, la tasa de crecimiento de las remuneraciones se desaceleró en 1993 y se hizo negativa desde mediados del año siguiente. 

En gran medida, este proceso se explica por el tipo de ajuste económico que impuso el “Plan de Convertibilidad”. Por un lado, descendió el salario como medida del “bienestar” de la población y, al mismo tiempo, creció como medida del “costo de producción”. Por otro lado, también se modificó el régimen de convenciones colectivas de trabajo, eliminándose las cláusulas indexatorias de ajuste salarial, condicionando los aumentos a incrementos de la productividad y prohibiendo su traslado a los precios. El nuevo régimen tiende a descentralizar la negociación salarial en el ámbito de empresa, situación que fue habilitada legalmente en marzo de 1992 (Decreto 407), y también eliminó la obligatoriedad de homologación ministerial de los acuerdos salariales por lo que reduce el control estatal del cumplimiento de las cláusulas de productividad y precios. En los hechos, la pretensión de enganchar salarios con productividad no resultó efectiva: la productividad creció pero los salarios reales no acompañaron esa tendencia.


III.2. El ambiente de la distribución del ingreso y la pobreza

Como resultado, en los últimos años se observan índices de distribución del ingreso tan regresivos como en la hiperinflación. Esto se puede ver en el Cuadro 1 y el Gráfico 1 que muestra la relación entre el ingreso per cápita del 10% más rico y el 10% más pobre para el Gran Buenos Aires. La relación pasó de 19,4 a 28, valor similar al de la hiperinflación (27,11). 

Los resultados en materia de pobreza por línea de ingresos pueden verse en el Cuadro 2 y el Gráfico 2, separados para los dos cordones del Gran Buenos Aires. Luego de una primera caída, coincidente con la expansión de la primera etapa de auge del plan de Convertibilidad, la pobreza crece hasta alcanzar un pico con la recesión de 1995 para volver a crecer luego pero ya ubicada en niveles muy superiores. Varios elementos son significativos aquí: i) los hogares indigentes crecen durante toda la serie registradas; ii) el problema es mucho más grave en el cordón más pobre del GB2 que en el GB1, donde los valores de la pobreza se acercan a 40%.


Pero estos indicadores de “extensión” de la pobreza no agotan la ilustración del problema. Por ejemplo, la “brecha de la pobreza”, esto es la diferencia entre los ingresos de los hogares pobres y el ingreso de pobreza. Esta brecha aumenta sostenidamente en el período observado, pasando de 32,9% en 1991 a 35,5% en 1994 y 39,4% en 1997
. El aumento de la brecha de pobreza resulta tanto del crecimiento de la proporción de hogares pobres como también de la “intensidad” de la pobreza: “más pobres, a la vez, más empobrecidos”. Así, en valores corrientes, el ingreso familiar promedio de los hogares pobres aumentó casi 25% durante el período 1991-97, un ajuste inferior al alza de la Línea de Pobreza del adulto equivalente que supera 40%.

Aunque estos resultados no puedan extenderse fácilmente al conjunto del país, puede ser útil ensayar alguna aproximación cuantitativa que actúe, al menos, como un orden de magnitud de referencia sobre el problema de la pobreza en el ámbito nacional. Considerando que, aproximadamente, existen unos 2,4 millones de hogares en situación de pobreza por ingresos insuficientes y que el déficit de ingreso promedio de estos hogares alcanzaría a $ 2.500 al año, para el año 1997 el nivel de la brecha global de la pobreza rondaría los $ 6.000 millones, suma que equivaldría a 2% del PBI. 

Ahora bien, el comportamiento de los indicadores integrados de pobreza ha sido mucho peor. En el Cuadro 4 se presentan los resultados del cálculo de los índices de pobreza según distintas métodos de medición
. Dado que los mismos miden distintas características de un mismo problema, se estimaron también las tasas de variación de cada uno, como forma de expresar las diferentes sensibilidades con que dan cuenta de la evolución de la pobreza en un período de tiempo. 

Como se observa, para el período 1991-94, el único indicador que disminuye en su valor es, precisamente, el que corresponde a la metodología oficial de cálculo de la extensión de la pobreza. Todas las otras mediciones muestran variaciones de signo contrario. De allí también se desprende que el cálculo oficial es el que registra el menor crecimiento porcentual de la pobreza, tanto para el período de menor crecimiento económico de (1994-97) como para todo el período 1991-97.

Claramente, el indicador que registra comportamientos más negativos de la pobreza es el índice de Foster, que aumenta casi 75% en el período. Precisamente, este índice es el que combina e integra mayores dimensiones: aumento de la extensión de la pobreza; aumento de la intensidad de la pobreza (dimensión que incorpora la medición de la brecha de ingreso); y, finalmente, también mayores disparidades en la distribución de ingresos entre los propios pobres (ponderado con mayor valor en el índice de Foster que en el índice de Sen). En otras palabras, cuando se permite que el indicador capte mayor cantidad de características de la pobreza en Argentina, peor es el comportamiento que se registra durante los últimos años. 

Ahora bien, dada la situación de estabilidad de los precios al consumidor, esta situación ya no se debe a factores extraordinarios y probablemente difíciles de repetir como la hiperinflación, sino a factores más estructurales entre los que se destaca el cambio en la dinámica del mercado de empleo. Las cifras oficiales en la materia pueden observarse en el Cuadro 2 y el Gráfico 2, donde se ve claramente la dinámica expansiva del desempleo y del subempleo horario. Hay que recordar que este comportamiento se verifica mientras el valor agregado crece, con los ciclos señalados previamente.

Sin embargo, esto no muestra una pintura adecuada del escenario del mercado laboral. En el Cuadro 5 se hace una estimación de las distintas categorías de ocupación que deberían sumarse a la desocupación abierta para definir así la zona de “empleo precario” que, al menos en el caso argentino, se pude tomar como una aproximación a la zona de “vulnerabilidad social” descripta por Castel (1995: 13), Además del casi 19% de desocupados, hay un 32% más de la PEA que estaría en estas situaciones o, lo que es lo mismo, sólo 49% de la PEA se encontraba desempeñando a esa fecha empleos que podían considerarse “plenos”.

Todos estos cambios producen erosiones de las bases de sustentación económica de las políticas sociales y modifican los propios sistemas de valores que las sostienen, Paradójicamente, mientras el mercado de empleo muestra mayor inestabilidad tanto del puesto como de la remuneración, mientras se amplían las zonas de desafiliación y vulnerabilidad social, las reformas que se imponen en el ámbito de las políticas sociales tienden cada vez más a privilegiar los mecanismos del “seguro”, mayormente privados.


IV. El ambiente político-institucional

El ambiente institucional es clave para comprender los procesos descriptos anteriormente. El sistema de protección social de la Argentina se construyó en un ambiente político-institucional donde se nota la ausencia de competencia electoral, las recurrentes interrupciones del orden democrático, una acción paternalista del estado, una práctica de permanente negociación bilateral del estado con las corporaciones, la vigencia de electorados cautivos, liderazgos personales que superan las estructuras partidarias y un sistema presidencialista que concentra el poder en el Ejecutivo hasta el punto de amenazar la propia división de poderes del orden republicano. 

Esta tradición, sumada al virtual estado de anomia social en la cual Carlos Menem asumió el gobierno derivado del proceso de hiperinflación, explica los “rangos de tolerancia” con los que se desenvolvió la coalición que aplicó las reformas durante la década del noventa. Los dos pilares para ello son las Leyes de Reforma del Estado y de Emergencia Económica, que se aprobaron en agosto de 1989 como parte del acuerdo que derivó en el traspaso anticipado del gobierno.

Mediante la Ley de Reforma del Estado (agosto de 1989) se declaró en “emergencia administrativa” a todos los organismos dependientes del Estado nacional y se legisló acerca de las “privatizaciones y participación del capital privado”, estableciéndose una metodología para declarar “sujetos a privatización” a prácticamente todas las empresas y entes del Estado nacional permitiendo la capitalización de la deuda externa. Al mismo tiempo, se modificó la legislación sobre el régimen de concesiones para la explotación de servicios públicos y se suspende por dos años la ejecución de todas las sentencias y laudos arbitrales que condenen al Estado nacional al pago de una suma de dinero. 

La Ley de Emergencia Económica (septiembre de 1989) suspendió los subsidios y subvenciones que directa o indirectamente afectaban al Tesoro Nacional, los regímenes de promoción industrial y minera regionales, las normas restrictivas para la inversión de capital extranjero en el país igualándolo al capital local sin necesidad de autorización previa, los reintegros, reembolsos y devolución de tributos, las disposiciones del régimen de “compre nacional” (mediante el cual se otorgaba prioridad a los proveedores del estado de origen nacional). También se facultó al Poder Ejecutivo Nacional (PEN) para desafectar los fondos fiscales con destino específico y revisar los regímenes de empleo vigentes para la administración pública, modificar el sistema de indemnización laboral y se establece un régimen penal, incluida la prisión, para quiénes no cumplan con sus obligaciones tributarias y de la seguridad social.

Con estos instrumentos legales, el PEN pasó a controlar la mayoría de los resortes del poder político. Por un lado, el peronismo contó con la mayoría absoluta de la Cámara de Senadores y con el voto de los partidos provinciales llegó a conseguir quórum propio en la Cámara de Diputados. Al mismo tiempo, el P.J. controla la mayoría de las gobernaciones provinciales. La hegemonía política de la coalición gobernante se consolida cuando, a poco de asumido el gobierno se amplió el número de miembros de la Corte Suprema de Justicia de cinco a nueve, cubriendo los nuevos cargos con personas afines a la política oficial. Al mismo tiempo, se inició un proceso de remoción y nombramiento de jueces en todos los fueros, particularmente el federal. La justicia laboral fue prácticamente desmantelada, tanto en recursos humanos como físicos. El resultado más ilustrativo de este proceso son los escándalos judiciales que a lo largo de todos estos años se suceden en el país, con acusaciones de corrupción, mal desempeño de jueces, parcialidad en los fallos y falta de resolución de otros.

Estas cuestiones son importantes para comprender el escenario en el que se desenvuelve el Plan de Convertibilidad. Por ejemplo, en mayo de 1995 la Corte Suprema de Justicia dictaminó que, en los juicios laborales, no puede aplicarse ningún tipo de indexación y que todas las sentencias judiciales deberán evitar la indexación de las demandas, criterio aplicable incluso para períodos previos a la Ley de Convertibilidad
. Idénticos criterios se aplicaron para evitar la indexación de las deudas del estado con los pasivos previsionales. Otro dato notable es el permanente uso de decretos presidenciales como forma de gobernar el país, llegándose incluso a la derogación por parte de los mismos de leyes de la Nación que, constitucionalmente, tienen jerarquía superior.

En este contexto, la propia oposición política se desdibuja y, en cierto modo, pasa a funcionar como apéndice del poder político oficial. La reforma constitucional es un símbolo en ese sentido. Mediante acuerdo entre el partido gobernante y una fracción del principal partido opositor (U.C.R.) conducida por el ex-Presidente Alfonsín, se selló un “pacto” (Pacto de Olivos) cuyo efecto principal fue permitir la reelección del Presidente Menem. Esta estrategia (repetida en varias provincias del país) contribuyó a reforzar el papel dependiente de las instituciones políticas frente al poder de turno. Como símbolo del problema, la U.C.R. justificó su acuerdo aduciendo que, de lo contrario y dado el contexto político, la reelección presidencial se hubiera impuesto por métodos menos “legales”.

En el proceso de concentración del poder político, también fue clave la estrategia de alianzas que desarrolló el peronismo de Carlos Menem. Con los sindicatos, que tradicionalmente formaron parte de la coalición política del peronismo, Menem realizó una acción simultánea de división y negociación, todo matizado con una ejercicio selectivo de la sanción. Así, a algunos les ofreció participación en los beneficios de las reformas de ciertas políticas públicas (por caso, las privatizaciones de algunas empresas públicas o las propias administradoras privadas de jubilaciones y salud) y a otros los sancionó. 

Los ejemplos abundan. Así, Goldin (1997: 74) apunta que la autonomía sindical durante este período está afectada por el poder de “administrar desde los organismos de gestión del seguro de salud (ANSSAL) el flujo hacia las obras sociales sindicales de los recursos del Fondo Solidario de Redistribución”. En la práctica, esto sirvió para “corregir alineamientos, premiar a los dóciles y castigar a los indisciplinados”.

En noviembre de 1989, la Confederación General Trabajo (CGT) se fractura: la disidente (CGT “Azopardo”) y la oficialista (CGT “San Martín”). Para la CGT opositora y sus sindicatos no hubo tregua hasta su virtual desarticulación. El gobierno otorgó la “personería gremial” a la CGT San Martín, designó un dirigente sindical “oficialista” a cargo del órgano de control y de asistencia financiera a las obras sociales. En la misma dirección operó la decisión de transferir al estado los elevados pasivos de una buena parte de las obras sociales sindicales, operación realizada a “cambio del voto afirmativo de los legisladores de extracción sindical para la sanción de la Ley Nacional de Empleo y la reforma de la Ley de Accidentes del Trabajo” (Goldin: 1997, 126-127).

Los conflictos planteados por algunos sindicatos estatales de la CGT opositora, particularmente en áreas de los servicios públicos en vías de privatización, fueron desarticulados al ser declarados “ilegales” o amenazar con esa declaración. Con estas herramientas “se materializaron despidos de trabajadores, intervención de sindicatos, suspensiones de sus personerías gremiales (...) el camino elegido no fue el del diálogo ni la consulta, sino el del sometimiento sindical (...) apoyado en dos ejes: i) segregación y desarticulación para quienes no ofrecían garantías de incondicionalidad, ii) cooptación (Goldin: 1997, 117). 

El punto final de la estrategia de división de la representación sindical es la conformación, con los gremios opositores al gobierno, de la Central de los Trabajadores Argentinos (CTA) como agrupación paralela a la históricamente “única” Confederación General del Trabajo (CGT). La CTA se constituyó sobre finales de 1992 pero recién a fines de mayo de 1997 el gobierno le otorgó la inscripción gremial
. 

El propio estatuto de la CTA marca su pretensión de establecer una dinámica diferente a la del modelo sindical que históricamente rigió en el país: la elección directa de autoridades, la representación de desocupados, de jubilados y la autonomía con respecto al estado, los partidos políticos y los sectores económicos. Por el contrario, los gremios agrupados en la CGT, se sumaron a la coalición gobernante. A cambio, obtuvieron prebendas sectoriales que les permitieron sostener su legitimidad como grupos de interés “favorecidos” por la retracción. La situación gremial, en un país donde los sindicatos siempre fueron actores centrales de la dinámica política, ayuda a comprender los amplios márgenes que tuvo el gobierno para inclinarse, en el conflicto distributivo, en favor de los sectores más concentrados del poder económico, tanto locales como internacionales. 

En pocas palabras, la coalición política que impuso las reformas al país, no se define por su corte ideológico, sino más bien por una clara estrategia de distribución de recursos y prebendas, como un espejo de la propia dinámica política que alimentó la construcción del sistema de protección social. Por ello pueden convivir parte de los mismos actores en el proceso de retracción, en tanto lo que se genera es una selección de beneficiarios y perjudicados a partir del nuevo contexto que, por cierto, el propio Estado de Bienestar argentino ayudó a construir. De aquí no parecen plausibles aquellos argumentos que buscan explicar el apoyo de algunos integrantes de la coalición política en factores exógenos a la propia conformación de la misma, por ejemplo recurriendo al argumento de la “sobre-actuación” del peronismo frente a los grupos de poder económico con quienes estuvieron tradicionalmente enfrentados o a la racionalidad del apoyo frente a los coyunturales “buenos resultados” sociales de las políticas
. 

Por el contrario, el apoyo a la coalición gobernante está en la participación directa y organizada de los grupos de interés que antes se beneficiaron con la expansión del Estado de Bienestar y que ahora sacan beneficios corporativos de su retracción. Ante la imposibilidad de seguir sosteniendo los beneficios de la “mayoría”, se suman a la retracción procurando garantizar que “sus” intereses particulares no se vean afectados. Es otra forma de exponer el apotegma: “el Estado de Bienestar es, en cierta manera, víctima de su propio éxito”. 

El dato central aquí es la división de los intereses que convivían al interior de las instituciones del Estado de Bienestar: activos y pasivos, ocupados y desocupados, formales e informales, etc. La propia oposición política se sumó a esta lógica, en donde fracciones internas acuerdan con el poder político y otros se muestran reacios a participar de la coalición hegemónica. La retracción del sistema de protección en Argentina modifica la naturaleza de los conflictos y de allí el papel de los actores políticos. Antes se trataba de presionar para adquirir los beneficios en expansión, mientras que ahora se lucha por el sentido de la selectividad.

Todo esto derivó en un confuso clima donde crece el escepticismo en las organizaciones políticas, acusadas de preocuparse más por su propio funcionamiento que por representar intereses sociales generalizables. Los movimientos de protesta, en muchos casos reprimidos violentamente, no se organizan alrededor de instituciones políticas que los contengan sino de manera autónoma y, por ende, muchas veces quedan aislados.


V. Las lecciones de una Argentina “convertida”

Al caso argentino le son pertinentes dos hipótesis que propone Pierson (1995) para el estudio de las políticas de retracción de los Welfare States: i) los elementos que explican el proceso de retracción, en general, difieren de aquellos que explican la expansión del sistema; ii) las diferencias surgen fundamentalmente por el tipo de instituciones heredadas y por los “grados de libertad” que el contexto global otorga a la aplicación de las políticas de inspiración neoconservadora. A esto se suman ciertas peculiaridades del caso argentino que no se observan en otras experiencias de retracción:

1. La coalición que impuso la retracción estuvo encabezada por el mismo partido político (y parte de los dirigentes) que sentaron las bases institucionales que hoy se están desmantelando;

2. Este partido llegó al poder luego de trabajar en la oposición política contra el desmantelamiento del Estado de Bienestar y el presidente Carlos Menem no fue elegido montado en un discurso crítico al Estado de Bienestar sino más bien en uno de corte netamente populista; 

3. En la Argentina se observa una fuerte presencia de actores políticos y económicos externos, particularmente los organismos de asistencia técnica y crediticia internacional, que no sólo aportaron fondos frescos sino que, además, otorgaron permanentemente legitimidad política para la retracción; 

4. La hiperinflación es inédita en la experiencia comparada, incluyendo a la mayoría de los países latinoamericanos, a lo que se suman los problemas derivados de la deuda externa. 

Señaladas estas peculiaridades, y con los problemas de espacio propios de este trabajo, presento algunos elementos que pueden ser útiles para comprender el proceso de retracción en el país. En particular, las que surgen del análisis de los ambientes económico, social y político-institucional de la reforma.


V.1. Las lecciones del cambio en el ambiente económico

La primera lección es que los cambios en el ambiente económico son el  elemento más efectivo y “anónimo” al momento de presionar por la retracción de los sistemas de protección social. En particular, la apertura a la competencia externa, la falta de compromiso con el pleno empleo y el fomento al deterioro de las relaciones de trabajo formales y asalariadas. 

El problema de la “globalización de la economía”, de indudable impacto económico, también funciona aquí como excusa para imponer las reformas con el argumento de que la “culpa” es exógena, que no hay alternativas a lo que viene impuesto, a lo que está fuera del control de la política doméstica. Esta es la idea central cuando se postula que existe un “consenso universal” o un “pensamiento único” sobre el tipo de políticas que conviene aplicar en el ámbito interno y que no serían otras que aquellas que aplican todos los países “respetados” en el llamado “nuevo orden internacional”.

El caso argentino demuestra que el impacto efectivo de la globalización depende del tipo de “procesamiento” que se haga del mismo con las instituciones domésticas. En ese sentido, el Plan de Convertibilidad es un caso extremo de imposición de cambios estrechando al máximo los márgenes de maniobra de la política pública y excluyendo al mismo tiempo a gran parte de los actores del proceso (o mejor, cargándoles los costos sin que participen de los beneficios). La opción elegida no fue la de facilitar “consensos” que contemplen los intereses de todos los involucrados, sino de profundizar los conflictos internos para imponer un modelo económico alternativo.

La estrategia frente al problema de los “costos laborales” y la competencia externa, es el aspecto donde mejor se refleja esta opción. Entre el extremo de buscar una mayor productividad por unidad de trabajo o mayor productividad del conjunto del sistema productivo, el gobierno eligió la primera. Claramente, esta no sólo es la más negativa para el bienestar de la fuerza de trabajo sino también aquella donde la sociedad pierde el control global del destino del excedente que se genera por la mayor productividad. Esta es la explicación central del fenómeno de “crecimiento sin empleo” que se observa durante la vigencia de la Convertibilidad.

V.2. Las lecciones del cambio en el ambiente fiscal

El caso argentino también demuestra que el ambiente fiscal es un espacio clave para producir una retracción por “encogimiento” o “reducción” [decrementalism], donde no se  cambian las normas centrales que definen el funcionamiento de la institución pero se van desgastando los recursos económicos y simbólicos que la sostienen. Incluso, hasta se pueden ampliar los derechos “formales”, pero no se construyen los elementos necesarios para su efectiva realización, como es el caso de las reformas en el sistema educativo y la propia reforma constitucional. El efecto es la pérdida de legitimidad de las instituciones públicas y del sistema de derechos en su conjunto.

Otra enseñanza es que no hay que quedarse en el análisis fiscal de corto plazo sino que hay que observar el problema con una perspectiva más prolongada, porque gran parte del financiamiento de la transformación se hace transfiriendo problemas fiscales hacia el futuro. Esto se logra con endeudamiento o con la propia política de rebaja de los impuestos a los salarios como método de reducción de los costos laborales (incluyendo algunos programas de empleo “promocionados”). Paralelamente, se utilizaron recursos “extraordinarios” para ocultar el verdadero costo de las reformas, afectando los ingresos de las privatizaciones y el endeudamiento para afrontar erogaciones corrientes. 

La restricción fiscal sirve para confrontar a las políticas sociales entre sí y para desviar y acotar los ámbitos de discusión del problema fiscal. Por ejemplo, por un lado se sacaron recursos del sistema previsional público para desviarlo a la capitalización de las AFJPs, y luego se reclaman ajustes de beneficios con el argumento de que no hay recursos “genuinos” para financiarlos. Aquí se observa un juego político que estuvo vigente durante toda la retracción: se fomenta la imagen de una amenaza permanente de “crisis fiscal” con el objetivo de justificar todos los recortes en las políticas que se quiere desmantela y, al mismo tiempo, se usan recursos públicos para capitalizar a los nuevos actores que se quiere imponer en el funcionamiento del sistema social.


V.3. Las lecciones de los cambios en el mercado de empleo, la distribución del ingreso y la pobreza

Argentina también enseña que, en una primera etapa y particularmente luego de procesos de alta inflación, esta opción puede no derivar en un escenario conflictivo porque la “politización” del problema de la inflación tiene como contracara la “despolitización” del problema del desempleo. Tanto empleados como desempleados coinciden en privilegiar la estabilidad de precios por sobre cualquier otro objetivo. Los primeros, para mantener el valor de compra de su ingreso y las posibilidades de acceso al crédito; los desempleados, porque van perdiendo toda esperanza de volver al mercado de empleo y entonces su interés se reduce a mantener el valor de compra de los subsidios que se reciben, o la precaria actividad que pueden realizar de forma irregular.

Este escenario puede asimilarse a lo que se conoce como “sociedad de dos tercios” [two-thirds society]. Este concepto describe una situación en la que dos tercios de la sociedad disfruta de los beneficios del crecimiento económico y de las instituciones formales del sistema de políticas sociales, mientras que el tercio restante queda atrapado por situaciones de pobreza o próximas a la pobreza. Este contexto es el que prevaleció en la primera etapa del Plan de Convertibilidad.

La idea aquí es que los problemas sociales se focalizan en un grupo y se pueden resolver de forma barata y fácil mediante políticas asistenciales que exigen requisitos de acceso difíciles de cumplir y tienen límites temporales, con lo cual necesariamente caen con el tiempo o al menos se estabilizan por las más frecuentes entradas y salidas al mercado de empleo. Sin embargo, este escenario se enfrenta a dos problemas “económicos” de difícil solución y que son muy notorios en el caso argentino. 

En primer lugar, en la medida que se amplía el tercio marginado, el costo de las políticas sociales “focalizadas” crece, sus impactos no se notan y la eficacia de la administración decrece. En segundo lugar, mientras la baja de los costos laborales se da sólo en la amplia base de trabajo no calificado, no alcanza para que la economía sea “competitiva” ni para que se produzca el ajuste “masivo” de los mercados con que sueñan los que se quedan en las conclusiones de las “expectativas racionales”.

Esto significa que tiene que trasladarse la caída del costo laboral también a la llamada zona de los “dos tercios” y, por lo tanto, es necesario presionar cada vez más por la “flexibilidad laboral” de los que están “adentro”. De esta manera, los hasta ahora cuasi‑fijos costos laborales se transformarían en costos variables, creando algo así como la figura del “asalariado interino”, que entra y sale de una situación de empleo “formal” en el sistema productivo según los vaivenes de la demanda. Casi toda la fuerza de trabajo pierde “estabilidad” de mediano y largo plazo y queda empleada por “contratos promocionados”. Al ampliarse la población afectada por el “riesgo” de desempleo, se puede diluir en parte el riesgo individual pero a cambio se pierde “calidad” en las condiciones de empleo. Cuando se bajan los costos de despido, esto favorece la incorporación de trabajadores con igual calificación pero a menores salarios.

Más que resolver el problema, en este escenario el entramado social aumenta su “porosidad”, gracias a una ampliación de las situaciones que se consideran “técnicamente” como de “ocupados”
. La desregulación abre así un amplio abanico de tareas y tipo de remuneraciones. Aquí es interesante notar que mientras el modelo reclama estabilidad de condiciones macroeconómicas y de reglas de juego para que sea rentable la inversión en capital físico y financiero, al mismo tiempo exige inestabilidad de las reglas que regulan el “capital humano”. Pero aquí se presenta la disyuntiva porque, si bien el modelo necesita bajo costo laboral, al mismo tiempo requiere una cuota de fuerza de trabajo productiva y calificada.

En este escenario pierde vigencia la sociedad de los dos tercios, porque ahora aparecen las “zonas grises” a las que se refiere Robert Castel (1995), zonas de vulnerabilidad donde es cada vez más volátil la entrada y salida de los ciudadanos. Los sectores medios, típicos clientes del Estado de Bienestar tradicional, y hoy los principales grupos potencialmente capaces de beneficiarse de las “alternativas privadas”, enfrentan allí una libertad de elección que no se corresponde con la capacidad efectiva derivada de su inestable situación laboral y de ingresos. Aquí el escenario puede ser más conflictivo y es precisamente lo que se empieza a vislumbrar hoy en el país.


V.4. Las lecciones de los cambios en el ambiente político-institucional

Otra enseñanza del caso argentino es que la política de retracción depende en gran medida de la capacidad de concentrar el poder político-institucional. El gobierno de Carlos Menem no sólo controló el Ejecutivo -incluyendo la adhesión de la mayoría de las provincias- sino que además logró mayorías legislativas crecientes en el Congreso Nacional (llegando a tener quórum propio en ambas Cámaras) y control político sobre el Poder Judicial. En términos prácticos, esta situación explica que muchas de las medidas más importantes de la retracción se impusieron por “decretos de necesidad y urgencia” de dudosa legalidad y, en todo caso, ad referendum del Poder Legislativo o de la Corte Suprema de Justicia controlada por el Ejecutivo.

Muchos factores ayudan a comprender esta situación, pero es clave la herencia política del país: 1) partidos políticos masivos con aspiraciones de “movimientos sociales” englobadores; 2) régimen presidencialista con escasos mecanismos de control; 3) dictaduras militares y democracias autoritarias; 4) concentración de la mayoría de los recursos fiscales en el PEN; 5) la hiperinflación. Cómo lo observaba Nino (1992) estos y otros factores definen una suerte de “anomia boba” en el país, esto es una tendencia recurrente (notoria especialmente en el comportamiento de los factores de poder) al comportamiento ilegal.

La organización del sistema político es clave para definir estos fenómenos. En la Argentina, existe poco espacio de veto por parte de las minorías. El sistema político argentino concentra poder tanto en forma horizontal como vertical, por lo que las instituciones políticas son muy débiles frente a la coalición que detenta el poder y accede al manejo de la mayoría de los recursos. Esto se corresponde con la lógica del modelo que O’Donnell (1992) llama “democracia delegativa”, esto es un sistema político donde por intermedio de las instituciones formales de la democracia se faculta a alguien a corporizar y ser el intérprete de los intereses de la Nación. La propia oposición política se hizo cómplice de esta lógica, con acuerdos espurios como el llamado “Pacto de Olivos” que permitió la re-elección presidencial hasta entonces prohibida en el país. Como bien lo señala Gargarella (1997) este tipo de acuerdo pierde contenido “democrático” cuando se hace en favor de las coaliciones que controlan el poder, utilizando los recursos y la información en su favor, en circunstancias excepcionales donde prima más el ambiente de la coyuntura que la racionalidad de mediano y largo plazo.

Las corporaciones suscribieron esta lógica de concentración de poder, en función del tipo de beneficios sectoriales que percibían a cambio. Las burocracias, para algunos tan importantes en el desarrollo de los Welfare States, poco hicieron para resistir o promover el cambio. No sólo fueron rápidamente desarticuladas sino que además se creó una burocracia paralela con financiamiento “externo” al presupuesto y con claros intereses en relación con los organismos multilaterales de crédito. Así, la experiencia argentina sugiere como responsable principal de la retracción de la retracción a la “clase política”, incluyendo al poder oficial y a la propia oposición. Más que una reforma desde “arriba”, en el sentido de un centro único de poder, es una reforma de cúpulas subordinadas a una lógica de poder político. 

Tradicionalmente, se sostuvo que los grupos de interés creaban las instituciones según su influencia, su capacidad de presión. Sin embargo, es evidente que también las particulares formas y las estructuras de funcionamiento de las instituciones van conformando las identidades y capacidades de presión de los distintos grupos. En otras palabras, los grupos también son “creados” por las instituciones. Lo anterior permite comprobar que “new policies create new politics”. Esto es así porque los arreglos normativos específicos de cada política: 1) crean recursos e incentivos que influencian la formación y actividad de los grupos sociales; 2) afectan procesos de “aprendizaje social” [social learning] entre los actores políticos, que van modificando su actitud a medida que cambia su situación relativa.

Una conclusión que puede extraerse de la experiencia argentina es que cuanto más depende el bienestar de algunos grupos del financiamiento público, más vulnerable es su situación. Este es el caso de los jubilados, de los docentes, de los beneficiarios de las políticas asistenciales o de los propios trabajadores de los servicios sociales. En este último caso, el deterioro de las condiciones de trabajo lleva a una mayor desmovilización de los grupos afectados por la retracción. La debilidad relativa de ciertos grupos resulta también de los intereses contrapuestos que conviven al interior de las propias políticas sociales, porque permite la división de estos intereses desde el poder político y la negociación por separado.

En esta cuestión son claves los cambios producidos en los arreglos normativos específicos del derecho laboral. Los cambios que se produjeron en la legislación laboral, tienden a transformar al derecho laboral como un apéndice del derecho civil
. Esto es, autonomía de la voluntad personal, responsabilidad del actor por sus actos individuales y garantía de esa responsabilidad con el patrimonio del individuo. En síntesis, se trata de un movimiento desde un espacio donde el trabajador es considerado como sujeto colectivo partícipe de una relación social desigual, hacia otro donde lo que prima es su papel como “consumidor” y, por lo tanto, responsable de sus elecciones conforme a sus gustos. 

Es notable como la nueva constelación de intereses en la política social de la Argentina responde a esta transformación, en tanto cada vez tiene más que ver con el estímulo empresarial y con la segmentación del poder de demanda, que con los principios tradicionales del derecho laboral y social. Compañías financieras en los fondos de pensiones, empresas preocupadas por la diferenciación del servicio en el área de salud, establecimientos educativos orientados a otorgar títulos y a la colocación laboral de quienes con ellos contraten. En este contexto, las instituciones sociales, entendidas como conductas normadas que otorgan derechos y obligaciones, se separan en dos grupos. Por un lado, los “consumidores” que pueden reclamar derechos porque pagan una “prima” de seguro; por otro lado, los simples “beneficiarios”, los cuales no tienen derechos sino que dependen de que el poder de turno reconozca su “necesidad” de atención. De esta manera se individualiza la situación del trabajador, del ciudadano, y se diluye totalmente los principios que sostenían al derecho laboral y social.

Es en este contexto que debe estudiarse el papel de los tradicionales y los nuevos actores del sistema de políticas sociales. Por ejemplo, no alcanza decir que los sindicatos se “están debilitando”, en tanto existen fuertes divisiones entre “ganadores” y “perdedores” al interior del movimiento sindical. Algunos sindicatos han captado recursos extraordinarios por la negociación en la privatización de empresas públicas, por su participación en la captación de afiliados de las AFJPs, por las negociaciones que apuntan a la absorción de obras sociales pequeñas y a la asociación con empresas de medicina privada. No es de extrañar que en los últimos tiempos haya proliferado la figura del “sindicato-empresa” y la del “sindicalista-empresario”. Mientras tanto, otros grupos sindicales pierden poder, como es el caso de los dependientes de la administración pública, los docentes, los trabajadores de la salud o los que se ven más afectados por la reconversión económica y el riesgo del desempleo.

La cuestión del apoyo electoral a la retracción del sistema de protección social en Argentina es muy compleja y requeriría de un tratamiento más amplio de lo que acertadamente Navarro (1995) identifica como un “acertijo” de la sociología política: la tolerancia popular a los procesos de ajuste económico. Las hipótesis explicativas de este fenómeno son tan variadas como contradictorias entre sí. Navarro sintetiza las hipótesis que considera más relevantes:

1) “efecto túnel” o “valle de transición”: sostiene que los apoyos provendrían de favorables expectativas sobre el futuro, de un consenso basado en la maximización intertemporal de los sujetos, donde los grupos rezagados se sentirían parte de una sociedad homogénea y esperan alcanzar a los más adelantados; 

2) “segmentación”: busca la explicación en la heterogeneidad social y en la crisis de identidad de los sujetos, lo cual derivaría en un consenso anti-solidario entre los ciudadanos; 

3) “conversión ideológica”: explica el fenómeno en la aceptación resignada o pragmática, la que se sustentaría sobre la imagen de la falta de alternativas ideológicas; 

4) “manipulación política”: señala la existencia de una astuta mezcla de manipulación, cooptación y represión, la cual implicaría un cambio gradual en la relación costo-beneficio de la acción política; 

5) “fuga hacia adelante”: vinculada al problema de la hiperinflación, se plantearía como “huida de un presente insoportable” que permite la administración del capital político temporario mediante el consenso del no retorno al pasado; 

6) “crisis de representación”: busca la explicación en la emergencia de claros perfiles de desorganización social, en la anomia que induce a la decadencia de la representación partidaria y en un descenso de las capacidades de acción colectiva. 

Tal como lo apunta Navarro, las contradicciones entre las distintas hipótesis, como las dificultades para sostener su validez empírica en todos los casos de “ajuste”, obliga a buscar una explicación compleja que involucre a muchas de ellas y que dé cuenta tanto de las diferencias de comportamiento de la elección individual y colectiva, como de la acción racional de la específica coalición política que desde el poder lleva adelante la retracción. 

La experiencia argentina muestra la necesidad de abordar el problema con explicaciones múltiples. Primero, el control inflacionario del Plan de Convertibilidad ocultó en gran medida las pérdidas de corto plazo y permitió trasladar gran parte de los costos hacia el futuro. Segundo, y en los tradicionales términos expuestos por Hirschman (1970), los principales damnificados carecen de capacidad de organización para hacer escuchar su reclamo [voice], al tiempo que tampoco tienen posibilidades de salir del sistema [exit]. Por lo tanto, la aparente “lealtad” [loyalty] de algunos sectores puede ser solamente la expresión de una “abstinencia racional” (Navarro, 1995) desde el punto de vista individual que, para nada significa racionalidad desde lo colectivo. Tercero, la mayor o menor resistencia depende de los grupos, de su capacidad de acceder a ciertos recursos y del grado en que estén concentrados o difusos los intereses de los damnificados. Cuarto, tampoco es menor el dato de que fuera el propio peronismo, el partido de raigambre más popular en la Argentina y el que más tradición tenía en la organización de los sectores socialmente subordinados, el que encabezó la coalición neoconservadora responsable de la retracción.

En cualquier caso, es evidente que la “política de retracción” es una acción racional de un determinado grupo que detenta el poder. En ese sentido, puede afirmarse que el gobierno de Carlos Menem hizo uso de todas las estrategias que Pierson (1995: 19-26) identifica como claves para doblegar la resistencia política a los cambios: ofuscación [obfuscation], división [division] y también compensación [compensation]. 

Las estrategias de ofuscación tienen que ver fundamentalmente con la manipulación de información respecto de las políticas. Es evidente que la información es un recurso escaso y distribuido de forma imperfecta y desigual, particularmente en zonas de menor desarrollo. No se trata sólo de que existan restricciones de acceso a la información, sino que hay un efectivo ejercicio del poder que impide el esfuerzo de los actores para comprender las consecuencias de las políticas que se aplican. En esta cuestión, es clave la forma en que se manejan las imágenes con respecto a las “cadenas causales” [causal chains] que existirían entre las políticas que se están aplicando, las reformas económicas y el nivel de bienestar de la población. 

Esto es muy claro cuando se establecen políticas que acentúan los efectos positivos inmediatos pero ocultan los costos de mediano plazo. En un sentido inverso juega la capacidad para articular las relaciones causales entre los males presentes y las acciones del pasado. En esto el gobierno de Carlos Menem logró establecer una perdurable cadena causal entre las tradicionales políticas públicas, la hiperinflación y prácticamente todos los males de la sociedad argentina. Se trata de una acción electoralmente positiva, en tanto permite insistir en que siguen vigentes las causas por las que la coalición accedió al poder y que quedan todavía tareas “pendientes” para “terminar el trabajo”.

Las estrategias de división también fueron profusamente utilizadas. Se divide y se promueve la confrontación entre los activos y los pasivos en el sistema previsional, entre obras sociales para la captación de afiliados, entre la medicina pública y la privada, entre las universidades públicas y las privadas, entre las propias universidades públicas en el reparto del presupuesto, entre los ocupados y los desocupados, entre los más pobres y los llamados cuasi-pobres para definir quiénes son elegibles para la asistencia social. Es evidente que estas estrategias de división suelen promover la confrontación y los resentimientos, que son un campo propicio para alimentar situaciones de desintegración social e incluso explosiones aisladas de rebelión como las que se viven en los últimos tiempos en el país. La exclusión social no es sólo el resultado de cuestiones económicas sino también el de aplicar una estrategia política de división social.

También fueron variadas las políticas de compensación, esto es, las que actúan en el sentido de aliviar los efectos de la retracción sobre ciertos grupos sociales y de mantener el control social sobre los mismos. La más importante fue la propia estabilización del valor de la moneda y la recuperación del crédito, lo cual compensó los deterioros en la relación laboral y del salario real. En segundo lugar, para los planteles expulsados de la administración pública se ofrecieron “subsidios de retiro voluntario” que crearon una “ilusión de riqueza” de muy corto plazo. Todo esto se conjugó con una ampliación de la oferta de servicios privados en áreas sociales, que recibe una parte importante de la población que abandona los servicios públicos deteriorados (al menos mientras puede pagarlos). 

Otro campo de compensación son los múltiples programas asistenciales que, aunque poco efectivos en la práctica, tienen la virtud de crear la imagen de que el “gobierno se ocupa del problema” y llevan alivio a los más necesitados. Más aún, estos programas sirven para diluir el debate acerca de los efectos del modelo social que se impone, reduciéndolo a una mera discusión sobre el grado de eficiencia de distintos programas asistenciales para afrontar el “costado social” del modelo. Los costos de esta estrategia son crecientes tanto en términos financieros como políticos y el resultado puede ser que sólo se cambie la cara del problema.


VI. Epílogo
La transformación provocada en la Argentina de la Convertibilidad, no es un mero implica la integral modificación de los principios de organización de la sociedad. Más allá del juego de las proyecciones econométricas, hay ciertos hechos que parecen evidentes. 

El empleo se está volviendo un bien escaso en el país y la incorporación de mujeres, jóvenes y viejos a la fuerza laboral aparece como el dato más relevante por el lado de la oferta. Tal como está la situación en Argentina, los probables escenarios en el futuro inmediato se mueven entre uno de “desempleo masivo” y otro de “subempleo masivo”, entendiendo por esto último no sólo los que trabajan menos horas de las deseadas sino los que trabajan en “condiciones” no deseadas. En el caso del escenario de desempleo masivo, la primera consecuencia que puede señalarse es la acentuación de la distribución desigual del “riesgo del desempleo”. Esto no sólo significa la concentración de dicho riesgo en determinados grupos de actividades o calificaciones, sino también el aumento de la proporción de desempleados de largo plazo, que se alejarían cada vez más de las posibilidades de retornar al mercado laboral y se volverían más dependientes de la asistencia social.

De aquí, los interrogantes son múltiples. Primero, ¿qué pasará con los grupos poblacionales que no puedan reconstruir sus salidas dentro de la lógica del seguro social (público o privado)? ¿Hasta qué punto quienes ya no dependan de los servicios del estado estarán dispuestos a pagar tributos para derivar recursos a servicios asistenciales o, qué nivel de servicio básico estarán dispuestos a sustentar? Aquí, el clásico problema de la beneficencia que terminaba en escuelas y hospitales pobres para los pobres, vuelve a cobrar significado. Por lo mismo, ¿hasta dónde los mejores ubicados dejarán de reclamar asistencia pública, sea ahora como subsidio o como otras formas encubiertas de transferencia fiscal? Si, como gustan afirmar los amantes de la “teoría de los incentivos”, los estímulos que favorecen el pago de tributos refieren a la posibilidad de recibir a cambio beneficios proporcionados, ¿porqué van a renunciar a los mismos pese a que construyan su alternativa administrada privadamente?

Lamentablemente, el estado actual del debate en el país no augura un tratamiento juicioso de estos problemas. La discusión oscila entre la total “dolarización” como forma de profundizar el modelo de la Convertibilidad o continuar con su lógica de ajuste mejorado la administración de los recursos en las políticas sociales focalizadas. Como se ve, las perspectivas no varían mucho con respecto al análisis aquí presentado.

Los interrogantes en los dos casos son mayúsculos y se desprenden del propio análisis hasta aquí realizado. Hay una lógica perversa en la lógica de funcionamiento del modelo económico implantado en el país y de las formas de integración al mercado mundial que se derivan del mismo. Trabajar exclusivamente para la focalización de las urgencias puede llevar a olvidar que, para que sea efectiva y perdurable, una política redistributiva sólo se puede lograr con una amplia variedad de intervenciones: propiedad de factores de producción, tributos a la riqueza y los ingresos, provisión pública de bienes y servicios, diseminación de los avances en términos de productividad. Tantos esfuerzos por mejorar las técnicas para “identificar” a los más pobres entre los pobres, hacen olvidar que el problema no es “ubicarlos” sino incorporarlos como agentes económicos productivos.

En esta tarea, la pregunta central es: ¿Queda espacio político para planteos alternativos o la disputa seguirá entre los nostálgicos del estado paternalista y los amantes del paradigma de la política social residual? Lo cierto es que después de tantas transformaciones, la sociedad argentina se encuentra en encrucijadas aún peores que las que tenía al iniciar esta camino de “conversión”. 

Lejos de concluir el debate, la situación argentina a comienzos del nuevo siglo plantea nuevos desafíos y para nada resuelve la “clásica” pregunta en la materia: ¿cómo se consigue un equilibro adecuado entre eficiencia económica, igualdad social y libertades privadas y públicas? Lo que está claro, es que el país de la Convertibilidad no es la respuesta adecuada.
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Cuadro 4

Comparación de Indices de Pobreza 

Gran Buenos Aires

Indice
1991
1994
1997
% Variación 





1991-94
1994-97
1991-97









(S).   Sen 
8,6
8,8
13,6
+ 2,3
+ 54,5
+ 58,1

(F).   Foster
29,4
36,3
51,3
+ 23.5
+ 41,3
+ 74,5

(H*I) Brecha de Pobreza
6,2
6,2
8,7
0,0
+ 40,3
+ 40,3

(H) % de Hogares Pobres
23,8
20,9
31,0
- 12,1
+ 48,3
+ 30,3









Fuente: Estimaciones propias en base a datos de la EPH.

Cuadro 5 Categorías ocupacionales en el Gran Buenos Aires. Octubre de 1996

POBLACION MAYOR DE 15 AÑOS

8.688.827 personas
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POB. ECONOMICAMENTE NO ACTIVA

3.521.603 personas



POBLACION ECONOMICAMENTE ACTIVA

5.167.224 personas












OCUPADOS PLENOS

49% de la PEA




SITUACIONES VULNERABLES

OCUPADOS NO PLENOS Y DESOCUPADOS

51% de la PEA

51% de la PEA












Asalariados con beneficios soc. no subocupados demandantes

35,5% de la PEA




DESOCUPADOS

19% de la PEA



OCUPADOS NO PLENOS

51% de la PEA












Cuenta Propia profesionales o calificadas no sub.demandantes

9,4% de la PEA



Asalariados sin beneficios sociales*

32% de la PEA











Patrones no subocupados demandantes

3,9% de la PEA

19% de la PEA



Cuenta Propia semi o no calificados*

3,6% de la PEA
















Trabajador sin salario*

1,1% de la PEA
















Servicio Doméstico*

3,6% de la PEA
















Subocupados Demandantes

8,6% de la PEA



· Netos de Subocupados demandantes

Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Encuesta Permanente de Hogares.














� 	Investigador, Centro Interdisciplinario para el Estudio de Políticas Públicas (Ciepp), Buenos Aires, Argentina. Ponencia a ser presentada en el Colloque du GREITD : “Mondialisation économique et gouvernement des sociétés : l’Amérique latine, un laboratoire ?”, a realizarse en Paris los días 7-8 de junio de 2000.


� 	En Lo Vuolo y Barbeito (1998), realizamos un pormenorizado análisis para justificar estas argumentaciones. 


�	Para una descripción de las políticas típicas del Consenso de Washington, ver Williamson (1990). En Lo Vuolo (1995) hago un análisis del contenido y la aplicación de este tipo de políticas en cuestiones vinculadas con el mercado de trabajo y las políticas sociales.


� 	Lo Vuolo y Barbeito (1998: capítulo III).


� 	Un análisis detallado del tradicional modelo de protección social del país y de los cambios producidos durante la década se presenta en Lo Vuolo y Barbeito (1998) y Lo Vuolo, et. al. (1999).


�	El compromiso era de u$s 100 millones por mes en concepto de intereses, cuando las estimaciones mostraban que los servicios atrasados eran de casi u$s 8.000 millones. En este punto se observa la primera señal de apoyo de la NO a la gestión del peronismo, pese a que “técnicamente” no había garantías de equilibrios macro-económicos mínimos.


� 	Para una sintética explicación de estos procesos, ver Lo Vuolo y Barbeito (1998: 56-63). También, Lo Vuolo (1999).


� 	Los datos ilustrativos sobre el comportamiento de los agregados económicos se basan en los resultados expuestos en Frenkel y González Rosada (1999).


� 	Entre 1987 y 1988 la tarifa promedio bajó de 43 a 30% y las restricciones cuantitativas fueron reducidas. En abril de 1991 no quedaba ninguna posición que estuviera sujeta a derechos específicos o transitorios ni a licencias de importación. Las restricciones permanecieron sólo para 25 posiciones (correspondientes a automotores y autopartes) de un total de 10.000 y las tasas especiales se mantuvieron ara automóviles y electrónica en una tarifa de 35%. La estructura tarifaria de abril de 1991 incluía tres tasas, cero para materias primas, 11 para insumos y bienes de capital y 22% para bienes finales. Desde 1995 en adelante, la estructura tarifaria argentina (con algunas excepciones) es la del MERCOSUR.


� 	La prima de riesgo se define como la diferencia de los rendimientos de los bonos soberanos argentinos y el bono del Tesoro de Estados Unidos a diez años.


�	Un fenómeno que se percibe en la segunda parte de los noventa es la venta de empresas de capital nacional a grupos multinacionales, porque pese a estar funcionando con márgenes positivos de ganancias, el valor de realización de su patrimonio es mucho más promisorio que sus perspectivas futuras. 


�	Esto lo advierte Esping-Andersen (1996: 6) cuando en su estudio de los “Welfare States in Transition” señala diversos elementos que explican porqué los mecanismos de adaptación al nuevo contexto internacional no son convergentes para todos los países: “Una de las conclusiones más poderosas en investigación comparativa, es que los mecanismos políticos e institucionales de representación de intereses y de construcción de consenso político son tremendamente importantes en la administración y el manejo de los objetivos del bienestar, el empleo y el crecimiento”. 


�	Hay que notar que parte de la recaudación ahora va a parar a la caja de las administradoras privadas del nuevo sistema de jubilaciones (AFJPs), a lo que me referiré luego. Asimismo, en el año 1994 se inició una política que gradualmente fue reduciendo impuestos al salario a cargo de las empresas, según su localización geográfica.


�	Según Beccaria y López (1996: 40), “un cálculo provisorio ubica la caída del empleo en empresas públicas en el orden de 150.000 puestos entre 1991 y 1995, cifra que constituye un 10% del aumento de la desocupación registrada en las ciudades según datos de la encuesta de hogares”.


� 	En 1997, la brecha de ingreso de los hogares pobres representa 4,3% del ingreso del total de hogares del país y poco más de este valor (4,6%) cuando se toma en cuenta el ingreso percibido por los “hogares no pobres”. Ver Lo Vuolo, et. al. (1999).


� 	La descripción de los distintos índices se presenta en Lo Vuolo, et. al. (1999). Para los índices de Sen y Foster, véase Sen (1976) y Foster (1984).


�	Para ello, se encuadró a los juicios laborales en la Ley 24.283 que establece que “no podrá establecerse un valor superior al real y actual de dicha cosa o bien o prestación en el momento de pago”.


�	Es interesante notar que los gremios “fundadores” de la CTA fueron precisamente una agrupación de los estatales (ATE) y otra de los docentes (CTERA), esto es de los más afectados por la retracción del EB.


�	Este tipo de argumentos es sostenido, por ejemplo, por Gerchunoff y Torres (1996: 764) al sugerir que ”los parlamentarios peronistas que votaron las reformas en el Congreso y los dirigentes sindicales que las secundaron escasamente compartieron el proyecto de liberalización económica de Menem (...) Si no obstante ello le dieron su reluctante apoyo fue porque las decisiones de política económica abrieron paso a una bonanza cíclica excepcional que permitió, por un lado, moderar los costos del ajuste y, por otro, abrir espacios de negociación”.


� No debe extrañar el debate de los últimos tiempos con respecto a las metodologías utilizadas para la medición del desempleo. El argumento oficial es que los registros no “captan” adecuadamente la cantidad de empleados en tanto no están preparados para las nuevas modalidades de empleo que se difunden en la economía. 


� 	Ver Abramovich y Courtis (1994) y Pautassi (1996).





